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			Las redes de influencia

			



El pasado sigue presente. Nuestro primer ministro, Pedro Sánchez Pérez-Castejón, ha contado con José Luis Rodríguez Zapatero como asesor informal. Con el expresidente Zapatero gobernaron tanto el exministro de Fomento, José Blanco, como el de Industria, Miguel Sebastián. Ambos influyeron en la progresión política de un entonces joven Sánchez, miembro del equipo de economistas que lanzó al candidato ZP a la victoria electoral en 2004. Mientras Blanco dirige una empresa de lobby llamada Acento, en la que comparte el mando con el exministro de Sanidad del PP Alfonso Alonso, Sebastián ejerce como profesor en la Universidad Complutense de Madrid y como consejero por delegación estatal de la multinacional Indra. 

			Pero hay más vías para realizar este viaje en el tiempo. Nadia Calviño, ministra económica de Sánchez, fue directora general con Pedro Solbes, ministro de Economía y Hacienda con Zapatero y con Felipe González. Calviño, miembro del cuerpo de los Técnicos Comerciales y Economistas del Estado —como Solbes y el actual ministro, Carlos Cuerpo— es hija de José María Calviño, quien fuera presidente de Radio Televisión Española y una de las manos derechas del exvicepresidente Alfonso Guerra. 

			Hoy, según dicen, hay dos PSOE en disputa. No obstante, los puentes entre estos son o eran al menos múltiples. Rodríguez Zapatero era, en 1993, diputado del grupo parlamentario socialista dirigido por Carlos Solchaga, el principal ministro económico del felipismo. Amigo y excompañero de Miguel Boyer, Solchaga constituye un perfil mixto relacionado con grandes empresas, asesorías empresariales y bancos como el antiguo Vizcaya —hoy integrado en el BBVA—. 

			Los antiguos Bilbao y Vizcaya, las matrices del actual BBVA, hunden sus raíces en la burguesía vasca, que durante el franquismo dio un importante salto industrial. Algunas de estas familias han tenido influencia en el principal partido de las clases medias, el Partido Nacionalista Vasco, aunque otras se mantuvieron alejadas de esta tendencia política. Uno de sus puntales empresariales, y al mismo tiempo político, fue Pedro Luis Uriarte, consejero del BBV y exdirigente del ente autonómico vasco, donde coincidió con Solchaga durante la transición.

			Las burguesías periféricas son claves en esta historia. Si Felipe González contó con numerosos economistas como Solchaga y Boyer, también lo hizo con los profesores de la Universidad de Barcelona Narcís Serra y Ernest Lluch, relacionados con uno de los principales centros de pensamiento de la élite catalana, el Círculo de Economía, que fue presidido por un exministro del PP, Josep Piqué, y al que también pertenecieron líderes como Pere Duran —fundador de Gas Natural— o Jordi Pujol, líder de Convergencia i Unió, la coalición hegemónica en Cataluña hasta 2003. 

			Es imposible separar el presente democrático del pasado autoritario. La amplia experiencia de Solchaga, que comenzó durante el franquismo, le llevó, junto a Boyer, a trabajar con dinosaurios de la tecnocracia, que, como José María López de Letona o Claudio Boada, habían dirigido la etapa tardoindustrial de la dictadura y ocuparon en los ochenta puestos clave en la gran banca que iba a afrontar su reconversión. Era lo que se denominó la beautiful people, la red público-privada que dirigió el país hasta mediados los años noventa.

			

			Algo distinta de la biuti era la red del PP, que se asentó políticamente en 1996. La oligarquía económica y financiera española, en buena medida procedente del Estado y víctima de las privatizaciones, ha ofrecido muchos puestos de trabajo a sus exministros. El ejemplo más llamativo quizá sea José María Aznar, empleado temporalmente en Endesa —mientras que Felipe González lo fue en Gas Natural—. Parte del equipo económico aznarista, formado por Luis de Guindos y Rodrigo Rato, ha tenido distintos destinos: De Guindos es aún el vicepresidente del Banco Central Europeo y estuvo en Endesa, como Aznar, y en Lehman Brothers; Rato pasó por casi todas las empresas privatizadas para después instalarse en prisión, adonde, quizá, algún día le siga su compañero Cristóbal Montoro, exministro de Hacienda de Aznar y Rajoy. 

			Por último, cabe hacer mención al crecimiento de la fuerza ultraderechista Vox. Llaman la atención sus recurrentes contactos con la Comunidad de Madrid, desde donde la expresidenta Esperanza Aguirre financió DENAES, una fundación en defensa de la nación española presidida por Santiago Abascal, ayudado en dicho cometido por Iván Espinosa de los Monteros, cuyo linaje conecta a todas las derechas. Carlos Espinosa de los Monteros, su padre, fue presidente de la Marca España, secretaría de Estado creada por un gobierno presidido por Mariano Rajoy. Uno de sus ancestros, Eugenio Espinosa de los Monteros, estuvo presente en el encuentro en Hendaya entre Franco y Hitler. El actual liderazgo del PP, disputado por Isabel Díaz Ayuso y por Alberto Núñez Feijóo, no puede ser ajeno a sus relaciones con Vox ni a su pasado franquista. No en vano, el PP es una refundación de la Alianza Popular, fundada en la transición por siete ministros franquistas, entre estos, dos muy citados en esta historia: Manuel Fraga y Laureano López Rodó.
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			Introducción: Una historia sobre el poder para salir de la neblina

			


Es para estar asustados. La actualidad mundial se ha convertido en un gigantesco cómic de terror. Un tebeo poblado por supervillanos que esgrimen, orgullosamente, el saludo a la romana, y que emiten proclamas propias de una parodia política. La ultraderecha espera su momento para ganar las elecciones que tenga pendientes en cualquier plaza europea. Y, de fondo, las guerras, las amenazas climáticas y las pandemias nos observan confundidos y divididos, esperando al próximo bombardeo. Otro tanto sucede en nuestro país. Obstruyendo cualquier explicación sensata más allá de las consignas, los titulares chillones y las descalificaciones de los adversarios, presenciamos un sonoro enfrentamiento, un griterío ensordecedor de unos contra otros. Los partidos políticos colisionan así en un espectáculo teatralizado en el que han de ganarse la gracia de los jueces, de los medios de comunicación y de las grandes empresas que pilotan la economía, además de captar la atención y el favor de los votantes. No parece quedar espacio para el diálogo. Nos queda poco tiempo para olvidar a nuestros enemigos y preguntarnos con honestidad por qué la democracia parece fracasada. Por qué las estructuras de mando petrifican cualquier intento de cambiar las cosas. Y qué hace que países como el nuestro sean lugares tan poco acogedores para el progreso.

			El presente trabajo ofrece un respiro a tanta agitación digital y contribuye a un debate sosegado que podría tener lugar cuando el estruendo amaine. Se propone ofrecer una historia de nuestro país que se aleje de todo combate maniqueo, y que se centre en el papel que juegan las diversas élites nacionales e internacionales. Se trata de los grupos de poder que han adoptado las decisiones más importantes en el curso de los cincuenta o sesenta años previos, y que, en muchas ocasiones, siguen siendo determinantes. Su historia no comienza hoy, ni empezó hace diez años. Analizarla nos permite entender mucho más de lo que las portadas de los medios nos gritan a diario. 

			

Redes, dinero y discurso

			
Para entrar en esta historia, conviene dar un primer paso: no olvidaremos a sus protagonistas, ni sus nombres y apellidos, pero subrayamos tres elementos que van a estar continuamente presentes: las redes de poder, el dinero o capital, y el discurso legitimador que hace toda dominación aceptable. Dichos elementos conforman un sistema que tiende a la estabilidad, y que en España se mantiene desde el final de la guerra civil hasta la actualidad de nuestra democracia. 

			En primer lugar, las redes de poder son el conjunto de vínculos y lazos entre nuestros gobernantes, los dirigentes políticos, los altos cargos estatales y los tecnócratas de un lado y otro de la puerta giratoria, esa frontera difusa entre el sector público y el de las grandes empresas privadas por la que tantas personas transitan. Esta noción sirve para enfocar el papel del Estado como supremo árbitro de la economía y la política nacional, y extender su estudio a sus relaciones con las grandes corporaciones. De esta manera se supera la dicotomía Estado-mercado, esa separación imaginaria entre el capital privado y la Administración Pública, analizando el Leviatán, el Estado, como algo más que una élite de políticos y una gran masa de funcionarios públicos; el Estado es también un ámbito de relaciones entre personas de distinto grado técnico que, además, cruza con frecuencia los confines entre lo público y lo privado. 

			En segundo lugar, el capital, que agrupa a las grandes empresas nacionales e internacionales que han establecido con nuestras redes de poder acuerdos e intercambios clave desde los años cincuenta. Con el capital nos referimos a las grandes corporaciones industriales, financieras y de servicios, pero también a entidades de un menor tamaño, pero con incidencia económica y política significativa. Redes de poder y capital interaccionan profundamente; si las primeras tienden a la perpetuación de sus mandatos y de sus posiciones, la segunda categoría registra una conducta que responde a la maximización del beneficio económico a corto y largo plazo. Mientras que las primeras se restringen normalmente a un ámbito nacional, las segundas cuentan con un grado de flexibilidad añadido y en expansión, sobre todo cuando la libertad de capitales y la globalización han servido para hacer de la empresa capitalista una entidad difusa y sin patria. 

			Y en tercer lugar, un componente ideológico, discursivo, mítico o de creencias sin el que los dos anteriores no podrían subsistir. La dominación se ejerce a través de la fuerza, pero esta no es suficiente en ningún caso. Se hace también necesario el consenso, convencer y persuadir a los dominados. Y esto se logra con un conjunto de ideas y enunciados que todos acabamos por creernos. España necesita ser periódicamente salvada y rescatada de sus demonios interiores. Las versiones dominantes de la historia todavía mantienen que nuestro país es una nación inevitablemente atrasada y con una tendencia al enfrentamiento fratricida. Por todo ello, es mejor dotarnos de unas élites fiables que, pese a tender a mandatos autoritarios, podrán mantenernos a raya y liberarnos de nuestro canibalismo político. 

			

			Este componente ideológico se mantiene como una persistente sombra sobre los asuntos de nuestro país y su influencia no depende precisamente de la veracidad de sus postulados. Se compone de los discursos que señalan la necesidad que la nación tiene de ser intervenida frente a cada desafío para evitar males mayores. La salvación nacional es un sustrato ideológico del que no hemos logrado aún desprendernos. Dicho discurso mantiene importantes líneas de continuidad a lo largo del periodo analizado, así como modificaciones que se deben a la alteración de las circunstancias históricas, pero también a la necesidad de lograr la complicidad y el consenso con las cambiantes audiencias electorales y con los distintos grupos de poder. Se trata de un discurso prefabricado y parcial, concebido y difundido desde las mencionadas altas instancias del poder, legitimado y reproducido a través de los distintos medios de comunicación de masas, así como desde otro tipo de instancias socializadoras, como la escuela, la familia o la universidad. No podemos olvidar, por supuesto, el papel culturalmente hegemónico y creciente de las grandes plataformas, los feudos de la red, para imponer y recordar los sentidos comunes mayoritarios, y para multiplicar el impacto de las ideologías y creencias dominantes. 

			La combinación de estas tres fuentes de poder —tecnocrático, capitalista y discursivo— nos permite observar un campo de fuerzas que se propone como explicación alternativa a la promovida por cada partido o conjunto de ideologías más o menos excluyentes. Un sistema que además puede explicar el poder y la desigualdad en nuestro país. 

			Este planteamiento subraya una nueva narrativa que puede enseñarnos cómo se gobierna España. Desde el discurso de salvación nacional de los tecnócratas del llamado Plan de Estabilización, aprobado en 1959, y considerado el inicio del milagro económico, la presente obra analiza las formas de legitimidad de los gobiernos del último período autoritario, el de la transición, los de los progresistas y conservadores de la etapa dorada de la democracia, transcurrida entre 1982 y 2004, y los de las fases más recientes. 

			La narrativa dominante es una cortina verbal que oculta la irracionalidad de las principales operaciones económicas y medidas políticas, que han provocado en numerosas ocasiones un expolio de recursos, y una especialización productiva perjudicial a largo plazo, cuyas consecuencias llegan hasta el presente. Señala, además, un déficit democrático y un enorme quebranto en la separación de poderes. 

			La eterna salvación de España no parece estar nunca en nuestras manos, sino que se convierte de manera periódica en la propiedad privada de pequeños grupos bien estructurados que adoptan medidas muchas veces dolorosas y de difícil explicación sincera: tanto grandes empresarios como tecnócratas suelen figurar en esos grupos. La composición de dichos grupos es volátil y variada: sus conexiones con el capital nacional e internacional permiten el establecimiento de distintas redes de intercambio; su homogeneidad interna, con la procedencia común de muchos de sus miembros, es compatible con la renovación y la introducción periódica de nuevos elementos, favoreciendo una circulación elitista que consolida a los grupos dominantes, en ocasiones absorbiendo energías sociales contestatarias. Su ramificación a distintas áreas de la sociedad, como los partidos políticos, el Ejército, la Iglesia, la gran empresa, los cuerpos de altos funcionarios, o incluso y recientemente, algunas vertientes de los movimientos sociales, representa una aplicación de la mencionada circulación de las élites, lo que añade fuentes de legitimidad adicionales a la élite dominante. Y su discurso emancipador varía sus argumentos en función de la fuerza política en el poder, de las circunstancias y del periodo, pero contiene un innegable factor común: descarta la emancipación, por gradual que esta fuera, del pueblo español, al que se juzga incapaz de adquirir cuotas superiores de autogobierno y al que se adjudica un pasado trágico y autodestructivo. Un enfermo social y político al que se exige una entrada periódica en una unidad de cuidados intensivos de la que salir regenerado. 

			

Una pequeña caja de herramientas

			
Para entender este mapa, partimos de las élites, es decir, de un grupo reducido de personas que toman las decisiones que más nos afectan. Esas personas ocupan posiciones clave en las que se relacionan con amigos, compañeros de escuela, parientes, amantes, colaboradores, y también futuros adversarios. De todo ello podemos deducir que forman redes sociales, es decir, vínculos, lazos y conexiones que determinan estructuras que van cambiando con el paso del tiempo. 

			Para comprender cómo funcionan las élites, es preciso que salgamos cuanto antes del retrato individualizado para observar la conducta del conjunto. Una vez definido el ámbito social, nos ocuparemos de los rasgos de las redes que estas forman. Podemos entender la historia de España como una serie de acontecimientos; también, como el cambio continuo en una serie de variables, como la población, la renta per cápita, la inflación, la desigualdad o el consumo. Pero asimismo podemos analizarla a partir de los cambios operados en las redes de poder, las élites o clases dominantes que han adoptado las decisiones de más calado. 

			En España, una vez entrada la década de 1950, y debido a diferentes circunstancias, se fue abandonando el totalitarismo fascista y militar para dar lugar a otras formas de dominación más perdurables, sin que los principios fundacionales del régimen franquista se vieran significativamente alterados. Las élites de los años sesenta no fueron las mismas que las de la década de 1940. Su procedencia y redes habían cambiado. Otro tanto sucedió con las décadas de los años setenta, ochenta y noventa del pasado siglo. Pero todas ellas nos han insuflado creencias irrebatibles, o lo que el politólogo Gaetano Mosca denominó a finales del siglo xix «fórmulas políticas», los enunciados para hacer la dominación más digerible. 

			De la victoria en la guerra civil, se pasó a una salvación tecnocrática, que consistió en abrir el país a unos flujos de capital que aprovecharían el clima de represión militar y laboral sobre la ciudadanía. Del desarrollo cortoplacista de un tardofranquismo centrado en vender al exterior que España era diferente, se condujo a una transición que, gobernada por nuevos tecnócratas instruidos en la dictadura, contuvo una crisis capitalista para pasar de un sistema autoritario a uno de partidos. De la instauración de la democracia y la entrada en la alianza militar pasamos a la integración en Europa, baluarte de la estabilidad política. Y, de ahí, a los fastos de Barcelona y Sevilla en 1992; de la entrada en la zona euro como fundadores, a la enorme expansión económica especulativa de los primeros años de este siglo. Y, finalmente, al salvamento europeo de la economía española en plena crisis financiera. En todo momento deberíamos estar agradecidos: podríamos habernos vuelto a aniquilar. 

			En todos los casos anteriores, la salvación, la reforma y la regeneración política y económica han venido impulsadas por colectivos elitistas compuestos por dirigentes políticos, tecnocráticos y con vínculos con el sector empresarial nacional e internacional. En dicha salvación no interviene nunca el grueso de la población española ni cabe su organización en sindicatos, asociaciones de vecinos, movimientos sociales u otros colectivos. Esta explicación no anula el espíritu rebelde del pueblo español, latente a lo largo de los últimos siglos, presente en el periodo republicano y también en las distintas fases de la dictadura. 

			Cabe mencionar asimismo el movimiento protestatario 15M originado en 2011 y las primeras etapas de la formación política Podemos como desafíos al statu quo político y económico. Que estas alternativas hayan sido sofocadas o reintegradas a nuevos equilibrios políticos no significa que no hayan existido nunca, como también hubo un movimiento vecinal, feminista y obrero en la España de los años setenta. 

			

Las formas de la élite dominante

			
El protagonismo de la compleja élite que nos domina exige estudiar sus características presentes y pasadas. En primer lugar, destacamos su cohesión interna, que consiste en el conjunto de lazos y similitudes que dan coherencia al conjunto de los gobernantes y dirigentes empresariales. Dicha cohesión deja espacio a distintos tipos de diferenciación sectorial, lo que delimita distintas facciones —empresariales, ejecutivas, burocráticas, o políticas—. Entre dichas facciones cabe tanto el acuerdo como el conflicto, y también la existencia de perfiles mixtos que combinan distintas posiciones sociales al mismo tiempo: un militar del Opus Dei, un ministro católico con carnet de la Falange o un abogado del Estado afiliado al Partido Socialista, algo menos frecuente. 

			En segundo lugar, conviene subrayar la circulación o renovación de las élites. La circulación elitista se define como un proceso de renovación de los miembros de la élite que actualiza las características de esta en cada periodo. Dicha actualización responde a los cambios del entorno, pero también a la maduración, jubilación e incluso fallecimiento de los miembros de las clases dominantes. La circulación es una característica inherente a las élites, lo que perpetúa la estabilidad de la dominación elitista. Al garantizar que los dominadores se actualizan, la categoría de la dominación se vuelve intemporal y constante: pase lo que pase, siempre habrá alguien al mando y una multitud que tenga que obedecer.

			En tercer lugar, los procesos de circulación pueden venir desafiados por las distintas crisis, lo que puede dar lugar a una variante que podemos denominar fusión de élites. Los periodos de transición, las ocasiones en las que se producen eventos desafiantes o choques internos entre élites, son oportunidades para que tengan lugar fusiones. Estas consisten en procesos mediante los cuales componentes antiguos y nuevos de las clases dominantes se combinan para favorecer determinados cambios. La fusión resultante representa un acuerdo para superar un conflicto y, al mismo tiempo, un proceso de circulación más complejo gracias al cual se configura una clase dominante con unas características alteradas pero con unas funciones parecidas. Que un partido comience desafiando un sistema y unos años después forme parte de este describe un caso particular de dicho proceso de fusión. 

			Este somero conjunto de ideas permite articular el relato del periodo seleccionado aportando una coherencia interna a este y extrayendo significados pocas veces destacados. Nos permite ahorrarnos detalles y contribuir al resultado final: detectar una teoría que explique el funcionamiento de nuestras élites, y con ello, sus fallos, debilidades y oportunidades alternativas. 

			

			En lo que sigue se desarrolla el ensayo. El lector debe tener paciencia, pues se recorren más de ochenta años sobre el papel. Algunos hechos son más conocidos y se podrán encontrar referencias a estudios monográficos o más profundos. Algunos otros acontecimientos son menos renombrados. Muchos de estos se ponen en relación para contribuir a la explicación que en estas páginas hemos esbozado. Por eso era tan importante leerlas y, por eso, el lector debe comprender que nuestro viaje en el tiempo mira al pasado, por supuesto, pero también trata de extraer lecciones para entender el presente y para actuar en el futuro. 

			





			

		


		
			PARTE I 
DICTADURA Y TRANSICIÓN TECNOCRÁTICA 
(1939-1982)

		


		
			

			1. La segunda salvación de España

			


El politólogo Gaetano Mosca no se hizo nunca muchas ilusiones sobre la democracia. La consideraba una fórmula política más: un conjunto de creencias selladas para que los súbditos y los votantes consintiesen las condiciones en realidad impuestas por la clase dominante de turno.

			Las democracias, o los regímenes parlamentarios de finales del siglo xix en Europa, ocultaban a duras penas la dominación de clase, y, por ello, necesitaban convencer a los ciudadanos de su legitimidad, e incluso de su virtud, en la línea del pensamiento denominado «maquiavelista». Pero las dictaduras también requerían este consenso, aunque la apariencia monolítica de algunas de estas nos pueda hacer pensar lo contrario. También en ellas se concebía el engaño masivo, pues la fuerza no podría ser la única fuente de legitimidad de los dominadores. El caso español, pese a los eslóganes propagados en los años sesenta por el ministro de Información y Turismo Manuel Fraga, el gran relaciones públicas del desarrollismo patrio, no fue diferente. Terminada la guerra en 1939, se hizo necesario también triunfar en la paz. 

			

La autarquía como fórmula política 

			
La victoria militar había otorgado al general Francisco Franco Bahamonde la posibilidad de regir España sin restricciones. El dictador se presentaba paradójicamente como un liberador frente al comunismo, a la masonería y a todas las fuerzas que amenazaban la esencia de una nación católica que había atravesado desafíos tumultuosos entre 1931, año de la proclamación de la Segunda República, y 1936. 

			Todo había terminado para bien y, por supuesto, gracias a Dios, que sellaba el nombramiento de su delegado militar en el Palacio de El Pardo, sede del poder autocrático. Pero no cabía relajación alguna: la adhesión al caudillo seguía siendo clave, pues el enemigo interior, el comunismo, satélite vernáculo de Moscú, y el exterior, el liberalismo materialista y ateo, podrían asolar el país cuando este más débil estuviese. Este campo de doble amenaza obligaba a un repliegue bajo el manto del todavía inexperto jefe del Estado. Y a la aceptación, de nuevo, de una sociedad estamental en la que Iglesia, Ejército y partido oficial constituían las piedras inamovibles de la salvación de la patria.

			Durante la Segunda Guerra Mundial, y con el apoyo español al eje nazi fascista, España corrió el riesgo de ser intervenida. Esta alerta militar ejerció de prolongación del miedo sufrido durante la guerra civil: España no solo necesitaba superar las penurias provocadas por la contienda interna, sino que requería acelerar su desarrollo industrial para hacer frente a las amenazas exteriores. Estos últimos son algunos de los condicionantes del denominado periodo autárquico, entre los que la carrera hacia la autodefensa ocupó un lugar preponderante, lo que dejó en un segundo término las necesidades sociales de la mayoría1.

			Estas circunstancias supeditaron en buena medida la economía a la política. Los años cuarenta del siglo pasado fueron una década de reconstrucción. El denominado Nuevo Estado, en oposición a la construcción estatal de inspiración liberal asaltada en 1936, albergaba una gigantesca red clientelar de políticos, empresarios y funcionarios pertenecientes al bando vencedor. A la cabeza se situaría Francisco Franco, y a su lado, distintos grupos de poder divergentes en cuanto a sus intereses, procedencia y objetivos particulares. 

			

Las redes de poder en el primer franquismo 

			
La dictadura buscaba una nueva fuente de legitimación. De fondo, discutían las denominadas familias, o grupos de poder que habían coincidido en su enfrentamiento contra la República, pero que tenían orientaciones distintas sobre la forma de regir España. La Falange, el partido nacido al calor de los fascismos de los años treinta en Europa y que había quedado fusionado con el resto de las tribus políticas rebeldes en 1937, insistía, sobre todo, en las fechas de guardar, en cumplir con su programa socializador y, especialmente, en la supeditación del Estado al partido, algo que, hasta 1945, continuó siendo un argumento válido. 

			Pero la Falange, inserta en una confederación de diversas tendencias procedentes de la coalición nacionalista de la guerra, no era precisamente la única influencia. Monárquicos como los alfonsinos, defensores de la legalidad previa a 1931, o los carlistas, partidarios de una alternativa tradicionalista dentro de la familia borbónica, pugnaban por la restauración de la monarquía. A diferencia de la Falange, las tendencias monárquicas tenían en la gran banca nacional a algunos de sus mejores partidarios: el Consejo Privado del Conde de Barcelona, el lobby de don Juan de Borbón, sucesor al trono exiliado en Estoril desde la guerra, contaría con representantes de las grandes entidades financieras españolas. 

			

			El poder político falangista, dotado de ideario anticapitalista, y el poder corporativo de la aristocracia financiera, que había logrado prosperar durante la Restauración, exhibirían sus choques y diferencias a lo largo de la primera dictadura. Estas fricciones serían suturadas por el caudillo, apoyado por los militares, la cúpula de la Iglesia católica, bendecida por Pío XII, y los representantes de los estamentos burocráticos. 

			La debilidad del Estado, las consecuencias de la guerra y las características de la política y de la estructura social española conducían irremisiblemente a la organización en clanes que se convertían en pequeñas entidades políticas de influencia2. Monárquicos, militares, falangistas y católicos contenían asimismo divisiones en función de sus pertenencias cruzadas al Ejército, a colectivos elitistas dentro de la Iglesia o a la Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional-Sindicalista (FET y de las JONS). Los perfiles mixtos, por ejemplo, los militares de alto rango con vinculación a la FET y vínculos con la Iglesia —ya fuera con los Propagandistas Católicos, con los jesuitas o con el emergente Opus Dei— y la Monarquía, adquirían una superior capacidad de mediación entre facciones e influencia sobre el máximo mando del Estado. De ahí que abogados del Estado con carnet de la Falange, juristas eclesiásticos y dirigentes empresariales con experiencia militar maximizaran sus posibilidades de mediar entre clanes y de obtener posiciones de ventaja en el régimen3.

			Como es de todos sabido, Franco terminó como jefe de Estado vitalicio y regente de hierro hasta su muerte. Pero la producción de leyes y las reformas legislativas caminaron de manera paralela a su intención y voluntad de lograr la conformidad de los sectores nacionales e internacionales más influyentes, y con ello, garantizar su supervivencia. En este sentido, la fórmula política franquista, que en un principio consistía en la salvación militar de España del enemigo comunista, adquiriría diversas derivadas y refinamientos en los años posteriores.

			Una vez aprobadas las Leyes Fundamentales, una suerte de Constitución dispersa e incompleta del nuevo régimen, y terminada la Segunda Guerra Mundial, se hizo inevitable el debate sobre la forma del Estado. En 1947 se sancionaba tras un extraño referéndum la ley de sucesión, gracias a la cual España volvía a constituirse en reino a la tensa espera del juramento de un monarca, un intervalo que se prolongó hasta el año 1969, cuando don Juan Carlos de Borbón ratificó los Principios del Movimiento Nacional reinante, pasando a ser el heredero del dictador. La ley de sucesión supuso un golpe a las reivindicaciones falangistas y una señal emitida al Occidente vencedor de la guerra mundial. Dicha ley implicaba el acuerdo con la mayoría de la nobleza y la aristocracia española, buena parte ligada a las finanzas patrias, y también al conde de Barcelona, don Juan de Borbón.

			Un año después de la sanción de la ley, en 1948, un jovencísimo príncipe Juan Carlos llegaba a España desde la ciudad portuguesa de Estoril para integrarse en el internado de Las Jarillas, una escuela situada en una extensa finca en el norte de Madrid, correspondiente actualmente al municipio de Tres Cantos. En Las Jarillas, el futuro rey estudió bachillerato junto a otros ocho chicos, entre los que se encontraba una buena representación de la nobleza española y de la futura clase dirigente. Como nombres relevantes para esta historia destacaremos al compañero de habitación del rey, Jaime Carvajal de Urquijo, futuro presidente del Banco Urquijo y de Ford España, y uno de los empresarios españoles mejor relacionados con Estados Unidos. También a José Luis Leal Maldonado, que, tras su inicial antifranquismo y exilio parisino, desempeñaría un papel clave en los Pactos de la Moncloa, los acuerdos suscritos en 1977 para sanear y reformar la economía española que prepararon el país para la democracia. Maldonado ejercería también de ministro de Economía y como presidente de la patronal bancaria. La figura del rey no quedó nunca desprotegida: alfiles, torres y caballos se turnaron para acompañar a don Juan Carlos en el tablero político de la dictadura. 

			Las Jarillas es un lugar simbólico para entender numerosos aspectos de nuestro pasado. Allí se forjaría el inicio de la monarquía instaurada en 1969 y ratificada con una Constitución democrática en 1978. Pero también un modelo de banca y poder financiero que facilitaría la industrialización de aquellos años. La finca, propiedad del ingeniero agrónomo Alfonso Urquijo y Landecho, voluntario en la División Azul, había sido también sede de un pacto entre dos de los grandes bancos: el Banco Hispano Americano y el Banco Urquijo. En 1944, ambas entidades firmaron un acuerdo para la constitución del primer banco mixto de España, que se encargaría al mismo tiempo del negocio comercial —es decir, de las operaciones de depósito y de préstamo— y del industrial. 

			En este eje de colaboración no solo económica sino también política y estratégica se fijarían los representantes del poder empresarial y político estadounidense para establecer acuerdos en los años cincuenta. Aristocracia, monarquía y finanzas iniciaban ya después de la guerra su entreverado camino hacia la modernidad. 

			La mencionada ley de sucesión suponía colocar una corona al Nuevo Estado dirigido por el general Franco. Esta síntesis monárquica reflejaba el complejo balance de fuerzas del que el dictador había quedado como responsable. Franco condujo a distintos equilibrios entre la jerarquía católica, que había bautizado la guerra civil como una Santa Cruzada, el partido Falange Española Tradicionalista y de las JONS (rebautizado después como Movimiento Nacional) y distintos grupos monárquicos y católicos. La finalidad de dichos equilibrios consistía en la supervivencia última del Régimen, que se hacía responsable del futuro de España. 

			La forma del poder franquista tenía que adaptarse, además, a las circunstancias externas. Si durante los primeros años de la Segunda Guerra Mundial militares, falangistas y determinados grupos católicos tuvieron una influencia preponderante, este peso se fue disipando para dar paso a otros representantes de las élites religiosas, a tecnócratas cercanos al mundo empresarial y a los intereses de Estados Unidos. Varios ejemplos reflejan esta constante búsqueda de equilibrio con vistas al interior y al exterior. Entre ellos, Ramón Serrano Súñer, cuñado del dictador y partidario de la Alemania nazi, fue ministro de Exteriores y Gobernación durante los primeros Ejecutivos; con la conclusión de la Segunda Guerra Mundial, su papel fue decayendo. Entonces, Alberto Martín Artajo, miembro de la Asociación Nacional de los Propagandistas Católicos, un influyente grupo de presión propietario del Centro de Estudios Universitarios (CEU), tomó la cartera de Exteriores para reorientar la imagen del franquismo al nuevo orden mundial, y en especial hacia Estados Unidos. 

			En 1945, el militar Juan Antonio Suanzes, fundador del Instituto Nacional de Industria (INI), sustituía al empresario Demetrio Carceller, germanófilo devenido en atlantista, en el Ministerio de Industria y Comercio. Carceller pasó a la empresa privada, en la que se había hecho rico gracias al refino del petróleo, y Suanzes llegó a controlar la totalidad del aparato industrial público. 

			El equilibrio franquista era una función de circunstancias nacionales e internacionales, una sucesión de combinaciones de grupos de poder que evolucionó con las circunstancias y que acompañó al régimen hasta su último día. Las distintas élites al mando no solo reflejaban la voluntad del autócrata sino el campo de fuerzas que se movía por detrás de los estandartes políticos, incluso fuera de las fronteras nacionales. Los hechos posteriores no harían sino probar esta máxima.

			

Detrás de la cortina azul

			
Esta aspiradora de energía institucional al servicio del poder autocrático tuvo durante los primeros años una relación de primacía con el resto de los mundos sociales de la vida española. Esto fue especialmente manifiesto durante el periodo que los historiadores recuerdan como la autarquía, lo que frecuentemente identificamos con el aislamiento de España, y que, a la vista de los datos, distó de ser completo. La autarquía comprende, en sentido amplio, el lapso transcurrido entre 1939 y 1959; en sentido estricto, esta se prolonga desde el final de la guerra hasta 1951, cuando se suprimen las cartillas de racionamiento y comienzan algunas reformas liberalizadoras en la economía y en el comercio; o hasta 1953, cuando se firman los acuerdos militares con Estados Unidos y con la Santa Sede. 

			Todo el periodo desde 1951 hasta la firma del denominado Plan de Estabilización, con el que la economía española comienza a integrarse de manera decidida en el nuevo orden internacional, en junio de 1959, es de entrecortada apertura y liberalización, en constante tensión con un rampante proteccionismo de la economía nacional y de los mayores intereses corporativos de raíz patria, es decir, de unas élites que habían prosperado enormemente tras su apoyo a la rebelión militar de 1936. 

			El periodo autárquico ha sido frecuentemente identificado con las hambrunas, la enfermedad y las carencias masivas en todos los aspectos de la vida nacional, provocadas por el desastre bélico, pero sobre todo por el aislamiento económico. Y por el exilio, y la represión política, sindical y civil. En aquellos años, Franco, como ha afirmado Paul Preston, realizó una intensiva inversión en terror que acabó rindiendo resultados a corto plazo, con la eliminación de la crítica y la disidencia, y a largo plazo, con la instauración de un conformismo nihilista e indiferente en la mayoría de las capas sociales de nuestro país. 

			Durante aquellos años no sería descabellado afirmar que el consenso se fabricó a base de golpes, miedo y la eliminación de la disidencia. Los asesinatos, las torturas, las amenazas, las expropiaciones, la depuración y la degradación profesional a quienes no habían formado parte de la coalición de la victoria representan un ejercicio de violencia política y estructural todavía insuficientemente estudiado. Las dimensiones de aquel sufrimiento se mantienen aún tras una cortina de silencio que en los años cuarenta era absoluta y que en la actualidad provocan vergüenza propia y ajena dentro y fuera de nuestro país. Las protestas en las universidades, en algunos de los mayores centros de trabajo y la callada reorganización del movimiento obrero, comunista y revolucionario en aquellos años son poco conocidas, pero reflejan que la voluntad del pueblo español no había sido totalmente sometida. 

			Al otro lado del muro de la miseria económica y política habitaba una creciente prosperidad. España, cercada, se había convertido en un negocio para una minoría. Los discursos del caudillo habían transformado el aislamiento en una condición heroica. El dictador hacía pasar dicho aislamiento por voluntario y proponía hacer de este un acicate para la regeneración, o más bien para la resurrección de una nación espiritualmente indómita que inspiraría al mundo entero. En este discurso se fundían las distintas tendencias dominantes en aquellos años, como el militarismo resultante de la victoria, el imperialismo como elemento integral de la ideología fascista, y la vocación evangelizadora propia de la Iglesia más conservadora. Tres fórmulas, tres ideologías y tres capas del poder: precisamente tres de los principales pilares del gobierno de Franco. Pero detrás de los floridos discursos desde la Plaza de Oriente, el lugar de los franquistas más irreductibles, y de la retórica militar y fascista de los primeros años, se encontraban tres elementos principales de la mentira política: en primer lugar, el aislamiento de España; en segundo, la podredumbre económica y social, y en tercero, la necesidad de retribuir a los apoyos de la guerra. 

			España había quedado como una apestada. Pese a que la autarquía se presentó como un proyecto político y económico, esta era una reacción a la marginación que nuestro país había sufrido después de ayudar al bando de Hitler. Este aislamiento impidió a España formar parte de la Organización de las Naciones Unidas hasta 1955, de los países receptores del Plan Marshall norteamericano, del grupo fundador de la Organización por el Tratado del Atlántico Norte, la OTAN, y, sobre todo, de las Comunidades Económicas Europeas. Una rémora que hizo que el posterior crecimiento económico fuera solo un embrión de lo que en otras circunstancias hubiera representado. El coste económico del franquismo es hoy día difícil de calcular, casi tanto como el ruido producido por los discursos épicos de los años cuarenta. 

			La pobreza y la miseria eran mayoritarias. La escasez reavivó un mercado negro en el que el estraperlo, o el comercio no oficial u oculto de mercancías, determinó un sistema de precios alternativo. Se trataba de una forma adicional de enriquecimiento que dio lugar a grandes fortunas sin que los poderes oficiales ejercieran un control sancionador que no favoreciera a los estratos más elevados. El carácter clasista de la dictadura se manifestaba en la represión política como método de contención social, pero también en un empobrecimiento secular que se convirtió asimismo en fuente de enriquecimiento minoritario, sancionado por la permisividad de las autoridades fiscales. 

			Detrás de la cortina autárquica había notables intereses e intereses de notables, un conjunto de élites que respondía al equilibrio de fuerzas descrito arriba. Los historiadores Carreras y Tafunell4 se han referido a la autarquía como a una inmensa red de intereses nacionales favorables a los vencedores de la guerra, repartidos estos entre los principales sectores productivos5.

			El hecho autárquico, el relato épico de una España incomprendida en el Occidente materialista, se desnuda y se describe como una profusa red de intercambios en la que distintas corporaciones políticamente motivadas afianzaron su poder y sus cifras de negocio. La distribución de los medios de producción, de las tierras y de las licencias administrativas siguió criterios estrictamente políticos: los franquistas ricos se hicieron más ricos. Algunos financieros y comerciantes, como Juan March, rey del estraperlo, de la corrupción y del soborno durante la Restauración y la Segunda República, habían contribuido a la financiación del golpe militar. March obtuvo con ello numerosos beneficios económicos, como la concesión de la empresa Barcelona Traction en condiciones fraudulentamente favorables; la Barcelona Traction se convirtió en Fuerzas Eléctricas de Cataluña Sociedad Anónima (FECSA), una de las mayores eléctricas del país, absorbida durante la democracia por otra empresa del mismo sector, ENDESA, hoy día una multinacional controlada por el Estado italiano. Instituciones sin ánimo de lucro como la Fundación Juan March, fundada en los años veinte por el patriarca fallecido en 1962, constituyen hoy día un punto de referencia del pensamiento, la investigación y la promoción de la cultura, y la Banca March es una entidad caracterizada por sus niveles de solvencia, su discreción mediática y el número de participaciones que su grupo matriz ostenta sobre las empresas del IBEX 35. 

			Destaca también el sustento proporcionado a Franco por los industriales y financieros vascos y catalanes, temerosos de la revuelta social del periodo de entreguerras y confiados en que el golpe de Estado supondría la restauración de la Monarquía y un equilibrio de fuerzas favorable a sus intereses económicos. Entre estos cabe mencionar a los directivos de las principales entidades financieras ligadas a la industria, como lo fueron el Banco Bilbao y el Banco Vizcaya, presentes en sectores fundamentales, como la electricidad, la siderurgia o los astilleros. 

			También es importante el papel de empresarios de explícita militancia franquista, como José María de Oriol y Urquijo, alcalde de Bilbao desde el final de la guerra y presidente de la empresa Hidroeléctrica Española. Hidroeléctrica Española, conocida como Hidrola, se benefició de los contratos del Estado, que le concedían la utilización exclusiva de los saltos de agua de los grandes ríos para la generación de energía. José María de Oriol se convirtió en un pilar, o, más bien, en un poste del régimen, al diseñar la distribución regional de los servicios de electricidad6. También gracias a su papel mediador para que los falangistas y los carlistas convergieran hacia un remedo de partido único; de manera similar, Hidrola y otras empresas del mismo sector terminaron fusionándose en la multinacional Iberdrola, una de las líderes en energías renovables. 

			El «electrofascismo», la coalición de productores y distribuidores de electricidad, se había unificado en la patronal UNESA, a la que pertenecía también Pedro Barrié de la Maza, fundador de la gallega Unión Fenosa y propietario del Banco Pastor. Nombrado por el dictador conde de Fenosa, había sido beneficiario de la expropiación de su principal competidor, José Miñones, partidario de la legalidad republicana. El conde de Fenosa promovió la cesión del Pazo de Meirás a la familia Franco, un regalo financiado a través de suscripciones obligatorias a la población local, un ejemplo de los muchos que sirven para romper el entonces consabido mito de la austeridad del general Franco. Unión Fenosa forma parte en la actualidad del conglomerado empresarial de la energía denominado Naturgy, que agrupa a otras empresas, como Gas Natural. 

			Otros grandes prohombres cimentaban su éxito en la proximidad al caudillo y a la denominada camarilla de El Pardo, que albergaba a la familia del dictador y a sus vínculos más íntimos, como el esposo de su hija, Carmen Franco, Cristóbal Martínez-Bordiú, el marqués de Villaverde, que merece un estudio propio7. En este apartado íntimo destacan Félix Huarte, uno de los cimientos del Valle de los Caídos cuyo principal legado ha quedado materializado en la H de la multinacional de la construcción y los servicios OHLA, fundada por Juan Miguel Villar Mir, exministro de la dictadura; José Banús, promotor de los barrios madrileños de El Pilar o La Concepción y de un puerto con su nombre; José Manuel Entrecanales, factótum de Entrecanales y Távora (hoy día, ACCIONA); Demetrio Carceller, promotor de CEPSA y CAMPSA en los años veinte, ministro de Industria y Comercio y abuelo del actual presidente de Cervezas Damm; y Joaquín Benjumea, ministro y fundador de Sevillana de Electricidad (hoy parte de ENDESA). Su sobrino Felipe crearía Abengoa, dedicada a las energías renovables. 

			La lista de riquezas obtenida a través de la expropiación o de las concesiones en una España en reconstrucción e industrialización ha sido extensamente tratada. Fue una acumulación primitiva de capital en la que el Nuevo Estado jugó un papel preponderante como palanca. La legitimidad del franquismo descansaba en la victoria militar y en la anuencia de las corporaciones, a cuyas cuentas de resultados contribuyó mediante la protección exclusiva de sus negocios y la creación proactiva de oportunidades públicas y privadas. La dictadura no fue una tiranía empresarial, es decir, un régimen privado tras una fachada militar. El dictador, celoso del poder, estableció una difusa separación entre especialización política y empresa privada. Una división social del trabajo «nacional», que lideró el pacto necesario entre poder político y capital para impulsar la industrialización y fomentar un clima de estabilidad política y económica. 

			Esto no quiere decir que determinada clase empresarial no resultase especialmente beneficiada. Es más, esta especialización podría estar mostrando la señal de que los empresarios no estaban implicados en la política gracias a las enormes remuneraciones obtenidas y previstas. De esta forma, la falta de activismo empresarial podía deberse más bien a la generosidad de las concesiones públicas establecidas, resultantes de la red de poder conformada tras la victoria militar, más que a una especialización económica más propia de democracias liberales asentadas, en las que la imperfecta separación de poderes determina espacios, en principio, designados para cada tipo de agente8. Contentos con las expectativas despertadas por el nuevo régimen, los responsables de las grandes corporaciones nacionales dedicaron buena parte de su esfuerzo a sus negocios privados, manteniendo un fuerte vínculo con el Estado a través de conexiones informales o perfiles mixtos, como los de los militares empresarios, o los de los falangistas más cercanos al mundo de los negocios.

			Estas relaciones no estuvieron exentas de conflictos, pues los empresarios tuvieron que lidiar con la burocracia sindical de la que la Falange era la última responsable, o con el aparato público del Instituto Nacional de Industria, dirigido por militares. Pero lo que parece manifiesto es que la red de poder resultante de la guerra sí favoreció la expansión de un sector empresarial beneficiado por el proteccionismo y por las afinidades al bando vencedor de la contienda. El pacto Estado-capital permitió la supervivencia de la clase política franquista y generó un espacio para la ganancia privada; cuando a finales de los años cincuenta el desarrollo económico se decretó en estado de estancamiento, el pacto se actualizó con unas nuevas condiciones, reglamentos, relatos y justificaciones discursivas. 

			

La banca financia la industrialización

			
En dicho acuerdo, que representaba el establecimiento de una constitución privada, un tratado escrito en sangre que ligaba al Estado franquista con la aristocracia empresarial y financiera, ocupaba un lugar central la banca. Al término de la guerra, su apoyo financiero fue compensado con numerosas indemnizaciones que aprovechó para adquirir posiciones en las grandes empresas industriales, consolidando su papel central en la economía nacional9. 

			La banca había sido una de las grandes vencedoras. Médula de la economía, contaba con distintos mecanismos que habían llevado al extremo la protección de este sector. En primer lugar, el capital bancario se concentraba en pocas entidades radicadas mayoritariamente en Madrid, como el Banco Español de Crédito (Banesto), el Banco Central, el Banco Hispano Americano, el Banco Bilbao, el Banco Vizcaya y el Banco Santander. Todos estos habían nacido antes de la guerra, y muchos se habían beneficiado de la explotación de posiciones favorables en las antiguas colonias latinoamericanas. Otras entidades, como el Banco Popular, ligado al Opus Dei, la Banca March, o el Banco Urquijo, especializado en la industria y con mayores redes internacionales, representaban entidades de un tamaño menor. La progresiva absorción de bancos pequeños y la legislación favorable consolidó un cártel con sanción estatal, el de los «siete grandes». Este sería un factor constante durante toda la dictadura. Y la democracia no cambiaría las cosas. 

			

			En segundo lugar, los bancos extranjeros no pudieron hasta 1959 establecer sucursales en suelo nacional, y cuando lo hicieron, lo lograron con numerosas limitaciones; la creación de nuevos bancos españoles estaba restringida al juicio arbitrario de unas autoridades reguladoras controladas por la banca regulada. La creación indefinida de sucursales para la élite de la banca había permitido a esta hacerse con los ahorros de las explotaciones agrarias (especialmente a los grandes bancos de Madrid), o penetrar en el capital de empresas que, de otro modo, no hubieran podido soportar las condiciones crediticias, que empeoraron a finales de los difíciles años cuarenta. 

			El poder financiero estaba centralizado en el Consejo Superior Bancario, el principal organismo regulador. Pero también en el Banco de España, el ejecutor de la política monetaria, en cuyo consejo de administración se sentaban muchos de los miembros de la banca. Los regulados influían e incluso creaban la regulación, contaban con la ventanilla del banco central para obtener, a cambio de la deuda pública del Estado, liquidez inmediata para sus negocios, y protagonizaban la financiación de la industria. 

			Con el tiempo casi todos los grupos industriales prefirieron tener a la banca como accionista. La debilidad de un Estado primitivo y clientelar y la ausencia de inversión extranjera incrementaron la dependencia de la oligarquía tradicional. El velo de la retórica alimentada por los organismos propagandísticos de la Falange ocultaba la generación de una gigantesca aristocracia financiera como significado último del poder nacional. El resto del tejido empresarial, política y financieramente marginado, tuvo que conformarse con la irrelevancia o con su desaparición. Con la progresiva apertura al exterior, la banca fue considerada como el sector corporativo más conservador de toda Europa, una condición que se mantendría durante los primeros años de la democracia. 

			

El Estado subsidia el gran salto adelante

			
Frente a todo este círculo de poder privado, se constituyó el Instituto Nacional de Industria (INI), en 1941. Bajo las condiciones descritas durante los años cuarenta, la industria figuraba como una de las cuentas pendientes en un país en el que el sector agrario, pese a su continua evolución, seguía manteniendo buena parte del protagonismo. 

			El aislamiento y la supeditación de la importación de materias primas y bienes de capital a los permisos estatales, que concedían las escasas divisas disponibles, hacían imposible un desarrollo razonable. Sin apenas inversiones internacionales, el sector privado se encontraba estancado. El Estado jugó un papel subsidiario y en ocasiones de liderazgo para sustituir las carencias de inversiones internacionales. A falta de flujos financieros del exterior, el INI generó la maquinaria burocrática para acelerar la inversión con criterios militares y autárquicos, pero sin eliminar la dependencia de una banca privada a la que necesitaba para financiar el crecimiento. 

			El INI había sido inicialmente concebido como Instituto Nacional de Autarquía, a imitación del Instituto de Reconstrucción italiano en tiempos de Mussolini. Fue comandado hasta mitad de los años sesenta por un militar de alto rango próximo al caudillo, Juan Antonio Suanzes. Ministro de Industria y Comercio de los primeros gobiernos franquistas, Suanzes representaba a la facción de la élite partidaria de un crecimiento patrióticamente puro que pudiera hacer a sus protagonistas mirar cara a cara a la oligarquía financiera. Para lograr esta meta, Suanzes hizo del INI un holding industrial y financiero que impulsó nuevas empresas de capital público y mixto, con frecuente participación privada. Entre las entidades lanzadas destacan la Empresa Nacional de Electricidad (ENDESA), la Empresa Nacional Calvo Sotelo (hidrocarburos), la Empresa Nacional Bazán (construcción naval militar), la Sociedad Española de Automóviles de Turismo (SEAT), Astilleros Españoles o la Empresa Nacional del Gas (ENAGÁS).

			El INI representó durante aquellos años la acción discrecional del Estado para impulsar la producción y los servicios en áreas que no habían quedado cubiertas por la iniciativa privada. Las discrepancias entre el grupo de Suanzes y los líderes de la oligarquía fueron numerosas: es célebre el enfrentamiento del militar con Demetrio Carceller, o con José María de Oriol y Urquijo. Estos choques mostraban las costuras del franquismo: un reparto de sectores de explotación recubierto de una acotada diversidad de coaliciones y discursos políticos. Cuando los militares de vocación autárquica fueron perdiendo influencia frente a los tecnócratas de inspiración atlantista, el INI fue subrayando su perfil subsidiario. A mitad de los sesenta, Suanzes presentó su dimisión, lo que supuso la jubilación de uno de los bastiones del nacionalismo económico. 

			Se debe matizar, no obstante, la influencia estatalista del INI a la luz de dos factores destacables. En primer lugar, su escasa representatividad si se le compara con el sector público de los países de la Europa occidental, en los que el final de la Segunda Guerra Mundial había dado lugar a un proceso de nacionalizaciones de industrias estratégicas. En comparación con estas, el papel de la empresa pública en España siempre fue muy reducido. Debe entenderse más bien como una adaptación defectuosa a una situación de enorme déficit de inversión durante un periodo de miseria y aislamiento en el que la supervivencia militar se había convertido en uno de los objetivos principales para el régimen. Dicha respuesta puede concebirse también como una reacción burocrática destinada a articular el pacto Estado-banca que preside este capítulo. Y en segundo lugar, cabría destacar la dependencia financiera del INI, no solo con respecto al Estado, sino con el capital privado. La política de gasto corriente e inversión del instituto industrial se financiaba con cargo a la emisión de distintas formas de deuda pública, adquiridas por las entidades financieras. La mayoría de sus acreedores pertenecían a la gran banca, que además podía descontar los pagarés del INI en la ventanilla del banco central, viendo subvencionada de inmediato su acción crediticia. De esta manera, y gracias a las facilidades estatales, el INI dependía del capital privado, que obtenía ingentes plusvalías gracias a las inversiones deficitarias del instituto. La autarquía tenía una condición paradójica, pues si bien liberaba al franquismo del yugo financiero judaico-masón y materialista de Occidente, trasladaba dicho peso a las finanzas estatales, concentrando el poder en manos de una muy reducida élite. 

			De estas líneas puede deducirse un esbozo de la ideología autárquica como justificación para el mantenimiento de una cerrada red de intereses, más allá de ser también una respuesta a las necesidades de la época. El gran capital estaba agrupado en una serie de familias y corporaciones formal e informalmente entrelazadas cuyos rastros llegan hasta hoy, cuando sus líderes, a menudo espantados por la amenaza reguladora de los Estados modernos, parecen haber olvidado los orígenes de su opulencia, enraizada en un pacto de sangre con las entrañas estatales. 

			

El águila franquista, en números rojos 

			

			
La autarquía, sueño azul de una élite ya decadente, no sobreviviría. La cohesión de la élite gubernamental había sido suficiente para superar los conflictos internos. Y el papel de los sindicatos verticales, las organizaciones burocráticas dependientes del Movimiento Nacional, efectivo para lograr una mano de obra disciplinada y poco combativa, una garantía para el beneficio empresarial. Pero esta forma de contener al factor trabajo comenzó a mostrar sus grietas a través de las primeras huelgas en las mayores empresas y centros urbanos. 

			En 1951, un aumento de la inflación provocó una de las protestas más sonadas. En Barcelona, los trabajadores se negaron a subirse en los tranvías. Las asambleas protestatarias integraban a miembros de la Falange, un reflejo de la falta de unidad dentro del movimiento posfascista y, al mismo tiempo, de la precariedad de las instituciones. Esta huelga, unida a otras tensiones, influyó en el cambio de gobierno de 1951, que reclutó a algunos representantes del aperturismo. Los cambios operaban al son del inicio de la Guerra Fría. Esta modificación en la correlación de fuerzas mundial alteró drásticamente la posición de España. Como consecuencia de las transformaciones operadas desde 1948, año en que el presidente norteamericano Harry S. Truman declaró el inicio de la guerra común contra el enemigo rojo, nuestro país pasó de ser un paria a una interesante oportunidad internacional. Si el Gobierno franquista no había quedado disuelto por la coalición vencedora de la Segunda Guerra Mundial, ahora la dictadura pasaría a ser un miembro con algo de voz y sin voto. El golpe de Estado en Checoslovaquia, la crisis en la República Federal Alemana, el ascenso de Mao Zedong en China y la guerra de Corea aceleraron la integración internacional de España. En 1955 entraría en la ONU, disolviendo la resistencia que la Segunda República en el exilio había articulado a través del Gobierno mexicano.

			De manera paralela a estos cambios en el tablero internacional cabría destacar el papel cumplido por una reducida delegación franquista en la embajada en Washington, comandada por el exministro de Exteriores José Félix Lequerica —antiguo partidario de Alemania— y encargada de ejercer presión sobre las cámaras legislativas estadounidenses para lograr préstamos y facilidades crediticias10. En 1948 el banco público Import-Export Bank realizó una primera concesión al Estado español, pero los acuerdos resonarían sobre todo tras la firma del Tratado de Amistad, suscrito en el año 1953 entre España y Estados Unidos, y establecido tras la llegada del militar republicano Dwight Eisenhower al poder. El Tratado de Amistad, firmado en Madrid, sancionaba la utilización en España de distintas bases militares de Estados Unidos, principalmente, las de Morón, Rota, Torrejón de Ardoz y Zaragoza. A cambio de este acuerdo, distintas instituciones públicas y
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